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Cuestionario sobre políticas inclusivas de la discapacidad
Preguntas para la sociedad civil (español):

1. Sírvanse proporcionar información sobre cómo su país está considerando los derechos de las personas con discapacidad en sus políticas dirigidas a la implementación y el seguimiento de los objetivos de desarrollo sostenible, incluyendo:
· Las estrategias y los planes de acción nacionales existentes,
· La asignación del presupuesto para su ejecución,
· Los mecanismos o marcos existentes para vigilar su implementación,
· ¿Cómo estas estrategias y/o planes tienen en cuenta la situación de las mujeres y las niñas con discapacidad, así como los niños y las personas mayores con discapacidad?
· ¿Cómo se asegura la participación de las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en el desarrollo e implementación de tales estrategias y/o planes?
En Argentina las estrategias y planes de acción están dirigidos más a la promoción de derechos que a la protección de las PCD y su inter-actuación en el medio social como sujeto de derecho. Son escasos los programas dirigidos a garantizar la ejecutoriedad de los derechos instaurados en la Convención. El plan de acción se relaciona a la asistencia económica con subsidios, pensiones no contributivas y exenciones impositivas. El derecho a la accesibilidad, tanto del entorno físico como comunicacional, es un punto de vacío en la práctica, si bien se encuentra normado, es decir un reconocimiento legislativo se debilita este derecho por carecer de políticas públicas que lo garantice. Actualmente, desde mi punto de vista, entiendo que las barreras a superar son las actitudinales, no solamente en la sociedad civil sino en los operadores estatales a cargo de diseñar e implementar las políticas públicas. Noto una dificultad en abandonar el viejo modelo rehabilitador para hacer lugar al respeto de las PCD con una mirada de derechos humanos.
Sin perjuicio que en Argentina contamos con una recaudación de fondos destinados a las políticas de discapacidad, mediante el impuesto al cheque, se desconoce (por falta de publicidad) el monto de la recaudación y el destino de esos fondos. No hay una rendición de cuentas.
El control y vigilancia del cumplimiento de los derechos de las PCD, se encontraría garantizado por organismos estatales, en la provincia de Buenos Aires existe el Defensor del Pueblo, pero en Mar del Plata (ciudad donde resido) no ha trascendido el trabajo realizado en este sentido; mi propuesta es que se pueda requerir al organismo un informe donde conste las denuncias en las que se intervino y la resolución de las mismas, para así poder visibilizar la importancia del órgano y el acceso de las personas. En Mar del Plata también funciona a nivel del Estado Municipal, la Dirección de Derechos Humanos, organismo donde la gente concurre habitualmente, pudiendo recibir asesoramiento y toma de denuncias en su caso; los dictámenes de dicho organismo están dirigidos a evaluar y dictaminar la existencia de un acto discriminatorio. También se encuentra, a nivel municipal, el Defensor del Pueblo, el que ha dado a conocer en los medios periodísticos el trabajo iniciado y que viene realizando con miras a garantizar la accesibilidad de los ciudadanos con diversidad física, en especial en transporte y vía pública. A nivel Nacional, también existe un organismo dedicado a recepcionar denuncias, donde se evalúa y dictamina acerca de la existencia de un acto discriminatorio, pero carece de poder de policía para exigir el cumplimiento de un derecho. En el caso de la salud, las personas con discapacidad, o aquellas figuras de apoyo, o sus progenitores (en caso de niños, niñas y adolescentes con discapacidad) tiene conocimiento de las vías judiciales (acción de amparo) para requerir prestaciones denegadas por agentes de salud (obra social, empresas de medicina prepaga y efectores públicos como hospitales y centros de atención)
Las estrategias y planes de acción no diferencia entre grupos vulnerables, se desconocen miradas de género y/o apuntadas a NNA o adultos mayores; como referencié ut supra las estrategias son económicas, relacionadas con pensiones, subsidios y exenciones, no se tiene en cuenta la existencia de otras situaciones de vulnerabilidad dentro de la discapacidad.
En Argentina se ha garantizado, en líneas generales, la participación de las PCD, a través de organizaciones no gubernamentales, pero es muy difícil ver la actuación individual de la PCD, ya que como destaqué anteriormente, se dificulta ver a la persona como sujeto de derecho
2. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existente en su país en relación con la no discriminación, incluyendo:

· Si la "discapacidad" se menciona específicamente como un motivo de discriminación prohibido,
· La existencia de cualquier mecanismo presupuestario para asegurar la realización de ajustes razonables por parte de entidades públicas,
· Si la denegación de ajustes razonables constituye discriminación,
· La existencia de las medidas de acción afirmativa para las personas con discapacidad,
· La existencia de recursos legales, administrativas o de otro tipo efectivos, disponibles para las personas que hayan sido objeto de discriminación por motivos de discapacidad, incluida la denegación de ajustes razonables,

· El establecimiento de agencias gubernamentales u otras instituciones similares para garantizar a las personas con discapacidad protección  igual y efectiva contra la discriminación.

Como adelantara en el punto 1, Argentina tiene un amplio reconocimiento legislativo de los derechos de las PCD, desde la ley N° 27.044 que reconoce con jerarquía constitucional la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (léase en este sentido cuando hago referencia a “la Convención”) a través de su art 75 inciso 22, que también incorpora otros Tratados e instrumentos internacionales de Derechos Humanos y de Prevención de la Discriminación (La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño). 
Se desconocen mecanismo presupuestario para asegurar la realización de ajustes razonables por parte de entidades públicas. Los del entorno físico son los más complejos ya que existen muchos edificios públicos, que por su antigüedad, no son accesibles, y es difícil los ajustes razonables desde lo arquitectónico, y los mismos se encuentran sujetos a la disponibilidad económica, que no siempre se encuentra.

Remito a lo descripto en el punto 1 en cuanto a los puntos de la existencia de recursos legales, administrativas o de otro tipo efectivos, disponibles para las personas que hayan sido objeto de discriminación por motivos de discapacidad, incluida la denegación de ajustes razonables, y el establecimiento de agencias gubernamentales u otras instituciones similares para garantizar a las personas con discapacidad protección  igual y efectiva contra la discriminación. Agrego, los organismos estatales destinados a evaluar la existencia del acto como discriminatorio carecen de poder de policía, es por ello que las PCD deben recurrir a los mecanismos judiciales (acciones de amparo, o demandas de daños y perjuicios) para restablecer los derechos conculcados.
3. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existente en su país sobre la accesibilidad para las personas con discapacidad en relación con el entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, y otros servicios e instalaciones; incluyendo:
· La existencia de normas, directrices nacionales y regulaciones relativas a la accesibilidad y el diseño universal, incluido el acceso a tecnologías de la información y la comunicación,
· La existencia de planes de acción con plazos específicos para hacer las instalaciones y servicios públicos y privados accesibles para las personas con discapacidad,
· La existencia de requisitos de accesibilidad en la contratación pública,
· La existencia de cualquier mecanismo de asegurar el cumplimiento de las normas de accesibilidad,
· La formación de funcionarios del Estado y otros actores en materia de accesibilidad.
La Constitución Nacional, incorpora a la Convención con jerarquía constitucional como se destacó en el punto anterior, además la Ley Provincial de Buenos Aires N° 10.592 (Régimen Jurídico Básico e Integral que reconoce todos los derechos de los habitantes con discapacidad de la Provincia de Buenos Aires), en la misma se encuentra contemplado el derecho a la accesibilidad de las PCD.

A nivel Nacional también existe la  Ley Nacional Nº 24.314 de Accesibilidad de Personas con Movilidad Reducida. El PLAN NACIONAL DE ACCESIBILIDAD, que es un Plan promovido por la Comisión Nacional Asesora para la Integración de Personas Discapacitadas a través del Consejo Federal de Discapacidad según Resolución N° 1/03 de dicho Consejo, para trabajar en conjunto con las provincias y municipios de todo el territorio nacional y el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA.); convocando a Organizaciones Gubernamentales (OGs), Organizaciones no Gubernamentales (ONGs) de y para personas con discapacidad, profesionales, como así también usuarios y el conjunto de la comunidad. El Plan se centra en un proceso de cambio con base comunitaria.

4. Sírvanse proporcionar información sobre el marco legislativo y de políticas existente en su país en relación con los servicios de apoyo para las personas con discapacidad, incluyendo:
· La diversidad y cobertura de los servicios disponibles (por ejemplo, servicios para la toma de decisiones con apoyo, la comunicación, la movilidad, el apoyo personal, los arreglos de vivienda, el acceso a servicios generales tales como la educación, el empleo, la justicia y la salud, y otros servicios a la comunidad),
· La disponibilidad de intérpretes de lengua de señas certificados,
· Los tipos de esquemas de prestación de servicios (por ejemplo, la provisión directa, las asociaciones público-privadas, las asociaciones con organizaciones comunitarias o no gubernamentales, la contratación externa, la privatización),
· Los mecanismos financieros para garantizar la asequibilidad de los servicios de apoyo para todas las personas con discapacidad, 

· ¿Cómo los servicios permiten la elección directa y el control de los usuarios con discapacidad?
En este punto también hago referencia a la incorporación constitucional de la Convención y de la Ley Provincial 10.592. Asimismo, destaco la reforma del Codigo Civil y Comercial de la Nación, sin perjuicio que no se ajusta totalmente a la Convención es de importancia jurídica por cuanto se acerca a la idea del reconocimiento en los Derechos Humanos de quienes padecen una discapacidad, en preponderancia con las personas con padecimiento psíquico.

El nuevo Código ha legislado en materia del reconocimiento de la capacidad jurídica (no en toda la extensión del art. 12 de la CDPCD) y de las figuras de apoyo.

El reconocimiento del estado nacional a través de ADAJUS que es el "Programa Nacional de Asistencia para las Personas con Discapacidad en sus Relaciones con la Administración de Justicia". Fue creado mediante el Decreto N° 1.375/2011 con el objetivo de fortalecer el cumplimiento de los derechos de las Personas con Discapacidad (PcD) para su efectivo acceso a la Justicia en igualdad de condiciones, a través de procedimientos adecuados, la comunicación e información. El Programa depende de la Secretaría de Justicia del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, y se encuentra en los términos de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (Ley 26.378)  no ha podido llevarse a la práctica en toda su extensión
El acceso a intérprete de lengua de señas en el acceso a la justicia se encuentra dando sus primeros pasos. Se destaca que en el ámbito de la Municipalidad de Mar del Plata, se encuentra en marcha capacitaciones en lengua de señas para empleados públicos, y además se cuenta con una intérprete oficial a efectos de asistir a los ciudadanos que utilicen esa comunicación en el acceso de los servicios municipales

5. Sírvanse proporcionar cualquier otra información relevante (incluyendo información proveniente de encuestas, censos y datos administrativos -estadísticas, informes y estudios), en relación con la implementación de políticas y planes de acción inclusivos de las personas con discapacidad existentes en su país.
No cuento con dichos datos ya que soy una persona con discapacidad que si bien estoy involucrada en la temática y mi profesión de abogada puedo tomar conocimiento de casos concretos e individuales.

A modo de conclusión quiero agregar que Argentina cumple ampliamente con el reconocimiento legislativo de los derechos de las PCD, y existen algunos primeros pasos y buena voluntad para hacer cumplir dichos derechos, pero aún es un camino que recién empieza a construirse… mi aporte a la comunidad, desde mi profesión y los espacios donde participo (recientemente me incorporo en la Comisión de Discapacidad del Colegio de Abogados de Mar del Plata y a partir de este año también soy delegada por Mar del Plata ante la Comisión Interdepartamental de la Caja de Prevision Social de Abogadosde la Provincia de Buenos Aires) es una pequeña colaboración, espero honrar los lugares en los que empiezo a participar y poder asegurar los derechos humanos de todxs las PCD.-
To civil society organizations

